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Marrero Guerrero, juez ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de agosto de 2024. 

Comparece ante nos el señor Susano Burgos Fonseca (señor 

Burgos Fonseca o apelante) y solicita que revisemos una Sentencia 

emitida el 6 de mayo de 2024 por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Humacao (TPI).1 En el referido dictamen, el TPI 

declaró Ha Lugar una solicitud de sentencia sumaria presentada por 

Universal Insurance Company (Universal o apelada) y, en su 

consecuencia, desestimó la causa de acción del apelante. 

Tras evaluar el expediente ante nuestra consideración, se 

adelanta la modificación del dictamen apelado a los fines de que se le 

otorgue al apelante la suma de $5,001.00 que Universal le concedió 

como pago final de la reclamación al realizar el ajuste de la 

reclamación. Así modificada, se confirma la Sentencia apelada. 

Veamos el trasfondo fáctico y procesal atinente a este recurso. 

 
1 Apéndice de Apelación, Anejo VIII, págs. 234-248. Archivada y notificada el 7 de 

mayo de 2024. 
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I. 

 El caso ante nuestra consideración tuvo su origen el 12 de 

agosto de 2022, cuando el señor Burgos Fonseca presentó una 

Demanda contra Universal por incumplimiento de contrato y daños 

contractuales.2 En síntesis, el apelante arguyó que el 20 de 

septiembre de 2017, como consecuencia del paso del Huracán María, 

sufrió daños y pérdidas en su vivienda ubicada en el Municipio de 

Yabucoa. Adujo que su vivienda estaba cubierta con una póliza 

Universal Personal Protection Package, emitida por la apelada, vigente 

al momento de ocurrir el impacto del Huracán. El señor Burgos 

Fonseca alegó que, dentro del año de sufrir las pérdidas por el paso 

del Huracán, realizó una reclamación extrajudicial de la cual que 

Universal acusó recibo mediante una carta del 10 de abril de 2018. 

El apelante, esbozó que el 9 de octubre de 2018, la apelada le envió 

una carta, notificando que su cheque por el pago de la reclamación 

por las pérdidas a consecuencia del Huracán María estaba listo para 

ser recogido y que, en vista de que el mismo no había sido recogido, 

procedería con su cancelación. Subrayó que, mediante llamada 

telefónica con Universal, le indicó que la suma ofrecida de $5,000.00 

era inaceptable. Particularizó que posteriormente Universal le 

informó que se le ofrecía $3,000.00, cantidad que el señor Burgos 

Fonseca no aceptó ya que era menor que la inicial. Afirmó que en las 

dos (2) comunicaciones, la apelada no le otorgó un informe de ajuste 

y/o estimado de la reclamación. Esgrimió que el ajustador de 

Universal incumplió con los términos de la póliza y con los estándares 

para tramitar una reclamación, más omitió y subestimó las pérdidas 

cubiertas en su vivienda. Además, que Universal falló en adoptar un 

método para la investigación expedita de la reclamación, se rehusó a 

pagar la reclamación justa sin realizar una investigación razonable, 

 
2 Íd., Anejo I, págs. 1-12. 
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no actuó de buena fe para hacer un ajuste rápido, justo y equitativo 

de la reclamación, más ofreció una cantidad sustancialmente menor 

a la que tenía derecho, por lo que lo obligó a incoar el presente pleito 

para recuperar las cuantías adeudadas al amparo de los términos de 

la póliza. El apelante puntualizó que no ha podido reparar todos los 

daños que su vivienda sufrió, provocándole angustias mentales. Por 

todo lo anterior, solicitó que se dictara sentencia por los daños de la 

vivienda y los daños adicionales cubiertos bajo la póliza, daños 

contractuales, daños morales, entre otras partidas. 

 Con respecto a la interrupción del término prescriptivo, el 

señor Burgos Fonseca apuntó que el 19 de septiembre de 2018 se 

presentó el caso Víctor Álvarez y otros v. Cooperativa de Seguros 

Múltiples y otros, caso civil núm. SJ2018CV07729, un pleito de clase 

en el que Universal figuraba como parte demandada. El apelante 

alegó que era un potencial miembro de la clase, por lo que su término 

prescriptivo quedó suspendido durante el tiempo que dicha acción 

esté sujeta a adjudicación judicial. 

 Tras varias incidencias procesales, el 2 de noviembre de 2022, 

Universal presentó una Solicitud de sentencia sumaria.3 Mediante 

esta, peticionó que se dispusiera sumariamente de la Demanda, toda 

vez que entendió que la misma estaba prescrita. Ello, ya que concibió 

que este caso se presentó expirado el término contractual. La apelada 

manifestó que el periodo de la póliza que expidió a nombre del señor 

Burgos Fonseca era del 20 de enero de 2017 al 20 de enero de 2018 

y que la misma disponía que la parte asegurada no podía instar una 

acción legal bajo el contrato respecto con una reclamación de seguro, 

a menos que la misma fuera presentada antes de cumplirse el año 

del evento que dio lugar a la pérdida y se haya cumplido con todas 

las condiciones acordadas. Es decir, Universal arguyó que, a tenor 

 
3 Íd., Anejo V, págs. 20-205. 
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con las condiciones de la póliza, el apelante tenía un año, a partir de 

la ocurrencia del evento que dio lugar a su pérdida, 20 de septiembre 

de 2017, para reclamarle judicialmente. Planteó que, de lo contrario, 

la acción judicial estaría prescrita. Se fundamentó en la siguiente 

cláusula contenida en la póliza: 

H. Legal Action Against Us. No action can be brought 
unless there has been full compliance with all of the 

terms under this Section and the action is started 
within one year after the date of loss. 
 

Sin embargo, aseveró que el término prescriptivo quedó 

interrumpido el 10 de abril de 2018 por la reclamación del seguro 

ante Universal, no obstante, estableció que las gestiones de dicha 

reclamación culminaron el 9 de octubre de 2018, cuando se notificó 

que se canceló el pago ofrecido, ya que el señor Burgos Fonseca no 

recogió el cheque que le correspondía. Por ello, comprendió que el 

apelante tenía hasta el 9 de octubre de 2019 para presentar su 

reclamación judicial o interrumpir el término extrajudicialmente. 

Estableció que dicho término no fue interrumpido por el caso Víctor 

Álvarez y otros v. Cooperativa de Seguros Múltiples y otros, supra, 

desestimado el 29 de octubre de 2019 específicamente contra 

Universal, ni por los casos consolidados instados por el Secretario del 

Departamento de Asuntos del Consumidor (DACo) y el Comisionado 

de Seguros, casos civiles núm. SJ2018CV07570 y SJ2018CV07583, 

desestimado el 14 de febrero de 2019. Sostuvo que el término 

prescriptivo se extendió hasta el 29 de octubre de 2020, mientras que 

la Demanda se presentó el 11 de agosto de 2022, una fecha posterior. 

Por su parte, el 30 de noviembre de 2022, el señor Burgos 

Fonseca presentó una Oposición a solicitud de sentencia sumaria.4 En 

esta, planteó que la Demanda se presentó dentro del término hábil 

para ello por dos razones. Primero, indicó que el 14 de febrero de 

2022 ocurrió el acto interruptor por el caso Víctor Álvarez y otros v. 

 
4 Íd., Anejo VI, págs. 206-231. 
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Cooperativa de Seguros Múltiples y otros, supra, puesto que en dicha 

fecha se denegó la certificación de clase. En base a lo anterior, el 

apelante alegó que quienes hubieran conformado la clase tenían 

hasta el 14 de febrero de 2023 para instar una acción judicial. 

Segundo, enunció que el 24 de octubre de 2022, luego de entablar la 

Demanda, Universal envió una carta de reconocimiento de la deuda 

que activó un nuevo término prescriptivo hasta el 24 de octubre de 

2023. En la referida carta, la apelada le informó al señor Burgos 

Fonseca que cerró la reclamación extrajudicial en virtud del Artículo 

27.162(1.2) del Código de Seguros de Puerto Rico, 26 LPRA sec. 

2716b, en vista de que el 10 de abril de 2018 y el 25 de mayo de 2018 

le enviaron un aviso en solicitud de información, sin que el apelante 

lo proveyera. Universal expuso que del apelante someter la totalidad 

de la documentación solicitada, procedía a reabrir la reclamación. 

Sometido el asunto ante su consideración, el 4 de mayo del 

2024, el TPI emitió la Sentencia, en la que declaró Ha Lugar la 

solicitud de sentencia sumaria de Universal y ordenó la 

desestimación y archivo de la causa de acción del señor Burgos 

Fonseca. En esta, el Foro Primario formuló las siguientes 

determinaciones de hechos que entendió no estaban en controversia: 

1. Universal emitió la póliza personal Número UNPP019108, a 
nombre de Susano Burgos Fonseca, con efectividad del 20 de 
enero de 2017 al 20 de enero de 2018 (en adelante, “la póliza”). 

 
2. Conforme a sus términos y condiciones, la Sección II 
(Property Coverage Part) de la póliza brinda cubierta para 
pérdidas por daños físicos causados por huracán a una 
vivienda de dos niveles ubicados en […] Yabucoa. 
 
3. Los términos y [las] condiciones de la cubierta básica de la 
Sección II de la póliza están descritos en la forma identificada 
con la numeración UNPP 00 02 07 13. 
 
4. La condición “H” de la forma UNPP 00 02 07 13 de la 
Sección II de la póliza dispone lo siguiente: “H. Legal Action 
Against Us. No action can be brought unless there has been 
full compliance with all of the terms under this Section and 
the action is started within one year after the date of loss.” 
 
5. El 20 de septiembre de 2017, Puerto Rico recibió el impacto 
del Huracán María. 
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6. El 10 de abril de 2018, la Parte Demandante reportó a 
Universal que la propiedad identificada en la póliza sufrió 
daños a consecuencia del Huracán María, los cuales no 
identificó.  
 
7. El 10 de abril de 2018, Universal le envió una carta al señor 
Burgos Fonseca, acusando recibo de su reclamación e 
informándole que le había asignado el Número 2018508. 
 
8. Universal encomendó la investigación y ajuste de la 
reclamación a una firma de ajustadores independientes, la 
cual, luego de inspeccionar la propiedad y evaluar una 
cotización que entregó la parte demandante, rindió el Informe 
de Ajuste con fecha de 7 de septiembre de 2018. 
 
9. Surge del Informe de Ajuste de 7 de septiembre de 2018 
que las pérdidas de la Parte Demandante causadas por el 
Huracán María y compensables bajo la póliza fueron 
estimadas en la cantidad de $7,935.00, a la cual procedía 
descontarle una penalidad de $794.00, conforme a la cláusula 
de ajuste de la póliza y un deducible de $2,140.00, para un 
ajuste de $5,001.00. 
 
10. Los ajustadores independientes ofrecieron a la Parte 
Demandante la cantidad neta de $5,001.00 como pago final 
de la reclamación. 
 
11. El 10 de septiembre de 2018, Universal emitió el cheque 
Núm. 664885 a nombre de la Parte Demandante, Susano 
Burgos Fonseca, por la suma de $5,001.00, cantidad de la 
oferta realizada por los ajustadores públicos. 
 
12. En 9 de octubre de 2018, Universal le envió una carta al 
señor Susano Burgos Fonseca consignando lo siguiente: 
 

“En varias ocasiones, hemos realizado gestiones 
para contactarnos con usted, para notificar que 
su cheque, por concepto de pago de reclamación 
debido al Huracán María, está listo para ser 
recogido en nuestras oficinas. En vista de que el 
mismo no ha sido recogido ni ha respondido 
nuestros seguimientos hemos procedido con la 
cancelación y archivo del cheque. De usted 
notificar su interés en el mismo, procederemos 
con la reimpresión y entrega del cheque”. 
 

13. La Demanda de epígrafe fue presentada el 11 de agosto de 

2022. 
 

El TPI estableció que el 28 de octubre de 2019, se dictó una 

Sentencia parcial en el caso Víctor Álvarez y otros v. Cooperativa de 

Seguros Múltiples y otros, supra, mediante la cual se desestimó todo 

reclamo contra Universal. De dicha determinación el Foro Primario 

citó lo siguiente “… no procede posponer esta controversia, pues el 

reclamo contra Universal que aquí se desestima es el único contra 

esa empresa y sin un representante de clase contra la misma, dicha 

compañía no puede continuar en el caso.” El TPI consignó que, si el 
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28 de octubre de 2019 culminó efectivamente el proceso judicial 

contra Universal en el pleito de clase, a partir de esa fecha volvió a 

decursar nuevamente el término prescriptivo de un año. Además, el 

Foro Primario resolvió que, independientemente si la carta enviada 

por Universal el 24 de octubre de 2022 constituyó un reconocimiento 

de deuda, se envió luego de haber transcurrido el año que tenía el 

señor Burgos Fonseca para instar su acción legal o interrumpir de 

otra manera la prescripción. En virtud de lo anterior, el TPI concluyó 

que la Demanda presentada por el apelante estaba prescrita. 

Insatisfecho con dicha determinación, el 22 de mayo de 2024, 

el señor Burgos Fonseca solicitó reconsideración.5 En síntesis, el 

apelante reiteró que tanto el caso Víctor Álvarez y otros v. Cooperativa 

de Seguros Múltiples y otros, supra, así como el reconocimiento de la 

deuda por parte de Universal, constituyeron actos que 

interrumpieron el término prescriptivo sobre todas las cubiertas de la 

póliza objeto de esta acción. Asimismo, alegó que la carta enviada por 

Universal constituyó una renuncia expresa a la defensa de 

prescripción. Por otro lado, adujo que Universal estaba obligada a 

pagar como mínimo la cantidad de $5,001.00 reconocida en el ajuste 

que realizó en el 2018. Sobre el particular, alegó que no existía razón 

válida para no remitir dicho pago de inmediato, por lo que 

correspondía la imposición de intereses por mora. 

El 24 de mayo de 2024, el TPI emitió una Resolución en la que 

declaró No Ha Lugar a la solicitud de reconsideración del apelante.6 

Inconforme con la determinación del TPI, el señor Burgos 

Fonseca acudió a esta Curia apelativa mediante el presente recurso 

de apelación, en el que señaló se cometieron los siguientes errores: 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DETERMINAR QUE LA CAUSA DE ACCIÓN CONTRA LA 
ASEGURADORA ESTABA PRESCRITA Y DESESTIMAR 
CON PERJUICIO LA DEMANDA[.] 
 

 
5 Íd., Anejo IX, págs. 249-264. 
6 Íd., Anejo X, págs. 265-266. Archivada y notificada el 28 de mayo de 2024. 
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ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL NO 
ORDENAR EL PAGO DE LAS PARTIDAS QUE LA 
ASEGURADORA ENTENDIÓ PROCEDENTES EN EL 
AJUSTE DE LA RECLAMACIÓN, QUE CORRESPONDEN A 
UNA DEUDA LÍQUIDA Y EXIGIBLE[.] 
 
ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL NO 
CONCEDER INTERESES POR MORA AL AMPARO DEL 
ARTÍCULO 1061 DEL CÓDIGO CIVIL APLICABLE A LA 
CAUSA DE ACCIÓN DEL EPÍGRAFE[.] 
 

En atención a los errores señalados por el apelante, 

expondremos la normativa jurídica concerniente a este recurso. 

II. 

A. Sentencia sumaria 

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal que permite 

que un caso se disponga ágilmente, sin la celebración de un juicio, 

siempre que no se presenten controversias genuinas de hechos 

materiales. Birriel Colón v. Econo y otro, 2023 TSPR 120, 213 DPR ___ 

(2023); Segarra Rivera v. Int’l. Shipping et al., 208 DPR 964, 979 

(2022); SLG Fernández-Bernal v. RAD-MAN et al., 208 DPR 310, 334 

(2021). A esos efectos, un hecho material es uno esencial y pertinente, 

que puede afectar el resultado de la reclamación conforme al derecho 

sustantivo aplicable. Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 213 

(2010); véase, además, Regla 36.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.1. Además, la controversia sobre el hecho material debe 

ser real. Ramos Pérez v. Univisión, supra. En otras palabras, debe ser 

“de una calidad suficiente como para que sea necesario que un juez 

dirima a través de un juicio plenario . . .”. Íd.  

Cónsono con lo anterior, la Regla 36.3(e) de Procedimiento 

Civil, supra, R. 36.3 (e), establece que procede dictar una moción de 

sentencia sumaria “si las alegaciones, deposiciones, contestaciones a 

interrogatorios y admisiones ofrecidas, en unión a las declaraciones 

juradas si las hay, u otra evidencia demuestran que no hay 

controversia real sustancial en cuanto a algún hecho esencial y 

pertinente. . .”. Véase, además, Birriel Colón v. Econo y otro, supra; 
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Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 109 (2015); SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 430 (2013).  

 Por otra parte, la parte que se opone a la solicitud de sentencia 

sumaria deberá refutar los hechos materiales que entienda están en 

disputa con evidencia sustancial. Birriel Colón v. Supermercado Los 

Colobos, supra; SLG Fernández-Bernal v. RAD-MAN et al., supra, págs. 

336-337. Ahora bien, si la petición de sentencia sumaria está 

sustentada con declaraciones juradas u otra prueba, la parte que se 

opone no puede descansar en meras alegaciones, sino que deberá 

contestar de una forma tan detallada y específica como lo haya hecho 

la parte promovente. Birriel Colón v. Econo y otro, supra; Ramos Pérez 

v. Univisión, supra, pág. 215; Regla 36.3 (c) de Procedimiento Civil, 

supra, R. 36.3 (c). De lo anterior, incluso si no se presenta prueba 

para controvertir la evidencia presentada, ello no conduce a la 

concesión automática de una solicitud de sentencia sumaria. Birriel 

Colón v. Econo y otro, supra; SLG Fernández-Bernal v. RAD-MAN et al., 

supra, pág. 337.  

Respecto a la oposición a una solicitud de sentencia sumaria, 

se sostiene, además que, la Regla 36.3 (b) de Procedimiento Civil, 

supra, R. 36.3 (b), establece que, “[l]a contestación a la moción de 

sentencia sumaria deberá ser presentada dentro del término de veinte 

(20) días de su notificación. . .”. Por ello, “[s]i la parte contraria no 

presenta la contestación a la sentencia sumaria en el término provisto 

en esta regla, se entenderá que la moción de sentencia sumaria queda 

sometida para la consideración del tribunal”. Íd. 

 Nuestro más alto foro estableció en Meléndez González et al. v. 

M. Cuebas, supra, el estándar específico que este Tribunal de 

Apelaciones debe seguir al revisar denegatorias o concesiones de 

solicitudes de sentencia sumaria.  

 Primero, nos encontramos en la misma posición que el foro 

primario al momento de revisar las mociones de sentencia sumaria. 
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Íd., pág. 118. En otras palabras, se aplicarán los mismos criterios que 

la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, R. 36, le exige al foro a quo. 

Así pues, este Tribunal está llamado a llevar a cabo una revisión de 

novo. Sin embargo, no podemos considerar evidencia que las partes 

no presentaron ante el TPI, y debemos examinar el expediente de la 

forma más favorable hacia la parte opositora de la moción de 

sentencia sumaria, realizando todas las inferencias permisibles a su 

favor. Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 116. 

 Segundo, al encontrarnos en la misma posición que el foro a 

quo, debemos revisar que tanto la petición de sentencia sumaria 

como su oposición cumplan con los requisitos de la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, y los discutidos en el caso de SLG Zapata- 

Rivera v. J.F. Montalvo, supra; Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 

supra, pág. 118. 

 Tercero, nuestro Tribunal debe revisar si en realidad existen 

hechos materiales en controversia. Íd. De haberlos, debemos cumplir 

con la exigencia establecida en la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 

supra, R. 36.4, y exponer cuáles son los hechos materiales que están 

en controversia y cuáles son incontrovertidos. Meléndez González et 

al. v. M. Cuebas, supra. 

 Cuarto y último, si este Tribunal determina que no existen 

hechos materiales en controversia, entonces procederemos a revisar 

si el TPI aplicó correctamente el derecho. Íd., pág. 119. 

B. Prescripción 

La prescripción es una figura que se rige por el Código Civil que 

aplica como cuestión de derecho con el mero paso del tiempo. 

COSSEC et al. v. González López et al., 179 DPR 793, 805-806 (2010). 

El propósito de la prescripción extintiva es castigar la inercia, 

estimular el ejercicio rápido de las acciones y fomentar la estabilidad 

jurídica y la seguridad en el tráfico jurídico. Íd., pág. 806; Nevárez 

Agosto v. Unitd Surety et al., 209 DPR 346, 356 (2022). Cónsono con 
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lo anterior, el máximo foro judicial resolvió que, aun cuando los 

tribunales somos conscientes de las lesiones sufridas por la parte 

demandante, esta, así como su representante legal tienen el deber de 

ser diligentes en el ejercicio de su derecho y los tribunales deben ser 

rigurosos en la aplicación de la doctrina de prescripción extintiva. 

González v. Wal-Mart, Inc., 147 DPR 215, 223 (1998).  

No obstante, el término prescriptivo se interrumpe por su 

ejercicio ante los tribunales, por una reclamación extrajudicial o por 

cualquier acto de reconocimiento de una deuda por parte del deudor. 

Artículo 1873 del Código Civil de 1930, supra, sec. 5303.  

Una reclamación extrajudicial puede provocar un efecto de 

interrupción simple o congelador del término mediante la 

manifestación inequívoca de quien, amenazado con la pérdida de su 

derecho, expresa su voluntad de no perderlo. Díaz Santiago v. 

International Textiles, 195 DPR 862, 870 (2016); Meléndez Guzmán v. 

Berríos López, 172 DPR 1010, 1020 (2008). Para que una reclamación 

extrajudicial interrumpa el término prescriptivo, debe (1) ser 

oportuna, (2) ser presentada por una persona con legitimación; (3) 

utilizarse un medio idóneo y (4) existir identidad entre el derecho 

reclamado y aquel afectado por la prescripción. Íd. 

Por otro lado, para que el reconocimiento de la deuda 

interrumpa el término prescriptivo, tiene que ser realizado por el 

deudor, de forma espontánea y con la intención específica y clara de 

reconocer que existe un derecho en su contra. González v. Wal-Mart, 

Inc., supra, pág. 219. Además, se requiere el cumplimiento con los 

requisitos de una reclamación extrajudicial. Íd. A saber, (a) la 

oportunidad del reconocimiento, (b) que lo realice la persona 

legitimada para ello, (c) que se reconozca exactamente el derecho 

afectado por la prescripción y (d) que el medio utilizado sea idóneo 

para expresar claramente la intención de admitir la vigencia de la 

deuda. Importante es que “aquellas manifestaciones, gestiones, o 
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incluso ofertas que el deudor haga al acreedor en el seno de la 

negociación de una posible transacción, no pueden considerarse 

como un reconocimiento de deuda”. Íd., pág. 222. De manera 

persuasiva, a tenor con la jurisprudencia española, el reconocimiento 

de la deuda no es “la práctica de ciertas gestiones por parte del 

deudor para averiguar los propósitos del acreedor, o el anuncio de 

que se estudiará el asunto, o de que se solucionará en breve, o de que 

se está practicando las gestiones oportunas para resolverlo”. M. 

Albaladejo García & F. Reglero Campos, Comentarios al Código Civil 

y Compilaciones Forales, Madrid, Ed. EDERSA, 1994, T. XXV, Vol. II, 

pág. 619. 

D. Pleitos de clase 

 Mediante un pleito de clase, se permite que una persona o un 

grupo demanden a nombre propio y en representación de otras 

personas con todas las consecuencias jurídicas y procesales, como si 

comparecieran personalmente al litigio. Nevárez Agosto v. Unitd 

Surety et al., supra, pág. 361. Los pleitos de clase están regulados por 

la Regla 20 de Procedimiento Civil, supra, R. 20. Un pleito de clase al 

amparo de las disposiciones de las Reglas de Procedimiento Civil, 

supra, interrumpe el término prescriptivo para que los demandantes 

en el pleito original, todo aquel demandante potencial que es miembro 

de la clase o aquellos que desconocían del procedimiento presenten 

una causa de acción. Íd., págs. 363-364; Arce Burceta v. Motorola, 

173 DPR 516, 536 (2008). Esta interrupción es aplicable aun cuando 

el tribunal deniegue la solicitud de certificación de clase. Nevárez 

Agosto v. Unitd Surety et al., supra, pág. 364. En tal circunstancia, el 

término prescriptivo para presentar una acción independiente 

comenzará a decursar nuevamente desde la fecha de la denegatoria 

de la certificación de clase, aun cuando el tribunal haya desestimado 

la causa de acción previo a certificar la clase. Íd., págs. 364-366. El 

Tribunal Supremo resolvió que, “[e]n este último escenario, el término 
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prescriptivo para recurrir a los tribunales comenzará a transcurrir 

finalizado el pleito o, lo que resulta igual, cuando se haya denegado 

la certificación de la clase por quedar el pleito desestimado, entre 

otras cosas, por académico”. Íd., pág. 366. 

D. Seguros 

Reiteradamente nuestro Tribunal Supremo ha establecido que 

la materia de seguros está investida de alto interés público debido a 

que desempeña un trascendental rol en la protección de riesgos que 

amenazan la vida o el patrimonio de los ciudadanos. Serrano Picón v. 

Multinational Life Ins., 212 DPR 981, 988 (2023); RJ Reynolds v. Vega 

Otero, 197 DPR 699, 706-707 (2017); Natal Cruz v. Santiago Negrón 

et al., 188 DPR 564, 575-576 (2013). De esta forma, la industria de 

seguros está extensamente regulada por el Código de Seguros, supra, 

y supletoriamente por el Código Civil, supra. 

El contrato de seguro es definido como aquel “mediante el cual 

una persona se obliga a indemnizar a otra o a pagarle o a proveerle 

un beneficio específico o determinable al producirse un suceso 

incierto previsto en el mismo”. Art. 1.020 del Código de Seguros, 

supra, sec. 102. De producirse el suceso incierto previsto en el 

contrato de seguro, su propósito radica en proteger al asegurado 

mediante la transferencia del riesgo que asumió la aseguradora por 

el pago de la prima. RJ Reynolds v. Vega Otero, supra, pág. 707; Natal 

Cruz v. Santiago Negrón et al., supra, pág. 576; SLG Francis-Acevedo 

v. SIMED, 176 DPR 372, 384 (2009). 

Los términos acordados entre el asegurado y la aseguradora 

están contenidos en la póliza. Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al., 

185 DPR 880 (2012). Las cláusulas contenidas en la póliza 

constituyen la ley entre las partes. Íd., pág. 897; SLG Francis-Acevedo 

v. SIMED, supra, pág. 386. El Código de Seguros dispone las normas 

hermenéuticas que los tribunales deben atribuirles a los contratos de 

seguros. RJ Reynolds v. Vega Otero, supra; Echandi Otero v. Stewart 
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Title, 174 DPR 355, 369 (2008). A saber, “[t]odo contrato de seguro 

deberá interpretarse globalmente, a base del conjunto total de sus 

términos y condiciones, según se expresen en la póliza y según se 

hayan ampliado, extendido, o modificado por aditamento, endoso o 

solicitud adherido a la póliza y que forme parte de ésta”. Art. 11.260 

del Código de Seguros, supra, sec. 1125. Los términos esbozados en 

la póliza deben ser interpretados en su acepción general, sin ceñirse 

demasiado al rigor gramatical. Rivera Matos et al. v. Triple-S et al., 

204 DPR 1010, 1020 (2020); Echandi Otero v. Stewart Title, supra, 

pág. 370; Marín v. American Int’ l. Ins. Co. of PR, 137 DPR 356, 361 

(1994). “Sin embargo, si de la póliza se desprende un significado 

particular para determinado término, este se aplicará a tenor con lo 

convenido por las partes”. SLG Francis-Acevedo v. SIMED, supra, pág. 

387. A tal efecto, los tribunales deben interpretar los términos según 

su acepción general, como lo interpretaría una persona de 

inteligencia promedio que pretenda adquirir la póliza. Íd.; Serrano 

Picón v. Multinational Life Ins., supra; Rivera Matos et al. v. Triple-S et 

al., supra; Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al., supra, pág. 898; 

Quiñones López v. Manzano Posas, 141 DPR 139, 155 (1996). 

Es norma trillada que un contrato de seguro es un contrato de 

adhesión, debido a que la aseguradora es la parte que dicta los 

términos y las condiciones expuestas en la póliza. SLG Francis-

Acevedo v. SIMED, supra, pág. 386; Maderas Tratadas v. Sun Alliance 

et al., supra, pág. 899; En este sentido, toda ambigüedad se debe 

interpretar en favor del asegurado, por vía de una interpretación 

razonable. Serrano Picón v. Multinational Life Ins., supra; SLG Francis-

Acevedo v. SIMED, supra, pág. 386; Echandi Otero v. Stewart Title, 

supra. Ahora bien, cuando las cláusulas sean claras y libres de 

ambigüedad, esta norma hermenéutica no aplicará y el asegurado se 

ceñirá por los términos de la póliza. Maderas Tratadas v. Sun Alliance 

et al., supra. Los términos de un contrato son claros cuando no dan 
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lugar a duda, ambigüedad o divergencia en interpretaciones. Rivera 

Matos et al. v. Triple-S et al., supra, pág. 1021; SLG Francis-Acevedo 

v. SIMED, supra, pág. 387. 

Ahora bien, la Asamblea Legislativa enmendó el Artículo 

11.190 del Código de Seguros, supra, sec. 1119, a los fines de 

prohibir cualquier cláusula o estipulación que limite el derecho de 

entablar una acción contra la aseguradora a un término menor a un 

año desde la fecha en que surgió el suceso que resultó en pérdida. 

Nevárez Agosto v. Unitd Surety et al., supra, pág. 360. En lo atinente 

a la interrupción del término prescriptivo, el aludido artículo dispuso: 

(4) Para propósitos de una acción directa por un dueño de 

propiedad para recuperar daños bajo una póliza de seguro, 

una notificación de reclamación a la compañía de seguro o su 

representante autorizado o su agente general autorizado 

constituye una reclamación extrajudicial que interrumpe la 

prescripción de las acciones conforme al Artículo 1873 del 

Código Civil de Puerto Rico, incluso cuando la reclamación sea 

a consecuencia del impacto de los huracanes Irma y/o María 

del pasado mes de septiembre de 2017. 

 

(5) Para propósitos de una acción directa por un dueño de 

propiedad para recuperar daños bajo una póliza de seguro, la 

aceptación de una notificación de reclamación de seguro por 

la compañía de seguro o su representante autorizado o su 

agente general autorizado constituye un reconocimiento que 

interrumpe la prescripción de las acciones conforme al 

Artículo 1873 del Código Civil de Puerto Rico, incluso cuando 

la reclamación sea a consecuencia del impacto de los 

huracanes Irma y/o María del pasado mes de septiembre de 

2017. 

 

(6) La limitación del término de tiempo para presentar una 

demanda o buscar amparo del tribunal o de un proceso 

administrativo, impuesto por una póliza de seguro, está sujeto 

a ser interrumpido por notificación extrajudicial, conforme al 

Artículo 1873 del Código Civil de Puerto Rico. 

Cualquier pacto en lo contrario será nulo, incluso cuando la 

reclamación sea a consecuencia del impacto de los huracanes 

Irma y/o María del pasado mes de septiembre de 2017. 

Artículo 11.190 del Código de Seguros, supra, sec. 1119. 

 

D. Reclamación de seguros 

 El Artículo 27.162 del Código de Seguros, supra, sec. 2716b, 

dispone que al realizarse una reclamación, la investigación, el ajuste 

y la resolución de esta debe realizarse en el período razonable más 
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corte dentro de noventa (90) días después de haberse sometido la 

reclamación. De no poder resolver la reclamación dentro del aludido 

término, la aseguradora deberá mantener en sus expedientes los 

documentos acreditativos de justa causa del exceso en la resolución 

de la reclamación. Íd. Por otro lado, el Artículo 27.163 del Código de 

Seguros, supra, sec. 2716c, establece que los siguientes tres métodos 

constituyen la resolución de una reclamación:  

(1) El pago total de la reclamación. 

(2) La denegación escrita y debidamente fundamentada de la 
reclamación. 
(3) El cierre de la reclamación por inactividad del reclamante, 
cuando el reclamante no coopere o no entregue la información 
necesaria para que el asegurador pueda ajustar la 
reclamación. 
Disponiéndose que el asegurador notificará inmediatamente 
al reclamante del cierre de la misma, salvo que en tales 
circunstancias el cierre será sin perjuicio de permitir 
nuevamente la presentación de dicha reclamación. Íd. 
 

 En Carpets & Rugs v. Tropical Reps, 175 DPR 615, (2009), el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico resolvió que una carta en la que la 

aseguradora informó el estimado por los daños sufridos por el 

asegurado al realizar una investigación de reclamación, constituyó el 

compromiso de la aseguradora con la obligación de resolver cualquier 

reclamación de forma final dentro del período máximo de noventa (90) 

días desde que se presentó la reclamación. Íd. Importante es que: 

Cuando el asegurador escoge cumplir con su obligación 
mediante el envío de una oferta razonable al asegurado, dicha 
oferta constituye el estimado del asegurador de los daños 
sufridos por su asegurado. Al emitir dicho documento, el 
asegurador está informando que después de una 
investigación diligente, un análisis de los hechos que dieron 
lugar a la pérdida, un examen de la póliza y sus exclusiones y 
un estudio realizado por el ajustador de reclamaciones del 
asegurador, se concluye que la póliza cubre ciertos daños 
reclamados por el asegurado, en las cantidades incluidas en 
la comunicación. Después de todo, al analizar una 
reclamación, los aseguradores tienen una obligación de llevar 
a cabo un ajuste rápido, justo, equitativo y de buena 
fe. Véase art. 27.161 (6) del Código de Seguros, 26 L.P.R.A. 
sec. 2716a. 

Siendo este documento emitido por el asegurador el producto 
de una investigación adecuada y un análisis detenido, éste 
constituye la postura institucional del asegurador frente a la 
reclamación de su asegurado. En dicho documento no existen 
concesiones del asegurador hacia su asegurado, pues se trata 
de un informe objetivo del asegurador en cuanto a la 
procedencia de la reclamación y la existencia de cubierta bajo 
la póliza. 

https://plus.lexis.com/document?pdmfid=1530671&pddocfullpath=%2Fshared%2Fdocument%2Fcases%2Furn%3AcontentItem%3A4WH2-F9C0-0060-S114-00000-00&pdcontentcomponentid=160930&pdislparesultsdocument=false&prid=0fe6289f-f697-4350-bba5-7027c55d4433&crid=eeab9e16-238b-47c2-8e86-5e274532b8ee&pdisdocsliderrequired=true&pdpeersearchid=de9399ef-6d31-4590-a359-88571038e2ac-1&ecomp=nsfg&earg=sr0
https://plus.lexis.com/document?pdmfid=1530671&pddocfullpath=%2Fshared%2Fdocument%2Fcases%2Furn%3AcontentItem%3A4WH2-F9C0-0060-S114-00000-00&pdcontentcomponentid=160930&pdislparesultsdocument=false&prid=0fe6289f-f697-4350-bba5-7027c55d4433&crid=eeab9e16-238b-47c2-8e86-5e274532b8ee&pdisdocsliderrequired=true&pdpeersearchid=de9399ef-6d31-4590-a359-88571038e2ac-1&ecomp=nsfg&earg=sr0
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Es por esto que a un asegurador no le es permisible 
retractarse del ajuste que como obligación envía a su 
asegurado, salvo fraude de parte del reclamante u otras 
circunstancias extraordinarias que al asegurador le era 
imposible descubrir a pesar de una investigación diligente. Íd., 
págs. 634-635. 

 Esbozada la normativa jurídica atinente a este recurso, 

procedemos a aplicarla a los hechos particulares de este caso. 

III. 

 En el presente caso, el señor Burgos Fonseca señaló que el TPI 

incidió en cometer tres (3) errores. En primer lugar, planteó que erró 

el TPI al desestimar sumariamente su causa de acción por 

prescripción. Sobre el particular, el apelante alegó que, desde el 14 

de febrero de 2022, fecha en que se denegó la certificación del caso 

Víctor Álvarez y otros v. Cooperativa de Seguros Múltiples y otros, 

supra, como pleito de clase, ostentaba un año para presentar una 

acción individual. Por ello, estableció que el caso Víctor Álvarez y otros 

v. Cooperativa de Seguros Múltiples y otros, supra, interrumpió el 

término prescriptivo hasta el 14 de octubre de 2023 para presentar 

esta causa de acción. Además, arguyó que el Foro Primario falló en 

reconocer que los trámites de la reclamación extrajudicial en 

Universal se extendieron hasta el 24 de octubre de 2022 por ser la 

fecha en la que Universal admitió que la reclamación extrajudicial 

estaba pendiente de resolución. Asimismo, adujo que el ajuste de 

Universal constituyó un reconocimiento de la deuda, por lo que 

debemos obligarla a satisfacer inmediatamente las cuantías 

reconocidas. En segundo lugar, el apelante esbozó que incidió el TPI 

al no ordenar el pago de las partidas que Universal concedió en el 

ajuste de la reclamación. Manifestó que, de conformidad con lo 

resuelto por un Panel Hermano en Luis Francisco Arroyo, et al., v. 

MAPFRE, KLCE202001099, tenía derecho a recibir el pago de los 

$5,001.00 del ajuste, aun cuando existía una disputa sobre la 

procedencia de los pagos adicionales. En tercer lugar, el señor Burgos 

Fonseca esgrimió que erró el TPI al no conceder intereses por mora al 
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amparo del Artículo 1061 del Código Civil de 1930, supra, sec. 3025 

al no remitir inmediatamente el pago de $5,001.00 del ajuste. Por 

otro lado, expuso que los siguientes hechos esenciales aún estaban 

en controversia: si la aseguradora realizó un ajuste justo, equitativo 

y de buena fe; si actuó dolosamente al hacer una oferta 

significativamente inferior, si incurrió en prácticas o actos desleales 

en el ajuste de reclamaciones y el valor de los daños. 

 Por su parte, Universal esgrimió que los hechos medulares e 

incontrovertidos que sirvieron de base a la determinación del TPI no 

fueron cuestionados por el señor Burgos Fonseca tanto en el TPI 

como en este Foro Apelativo. En torno al primer señalamiento de 

error, la apelada señaló que las gestiones relacionadas con la 

reclamación extrajudicial culminaron el 7 de septiembre de 2018, 

cuando se realizó el ajuste del cual resultó una oferta de pago emitida 

el 10 de septiembre de 2018. Sostuvo que, dado que el señor Burgos 

Fonseca no recogió el pago, el 9 de octubre de 2018 le informó que el 

mismo fue cancelado. Universal adujo que, como tarde, desde el 9 de 

octubre de 2018, el apelante tenía un año para presentar su 

reclamación judicial de no estar conforme con el ajuste y pago, o 

interrumpir extrajudicialmente. Subrayó que la oferta realizada 

constituyó el estimado de los daños sufridos por el apelante, el cual 

se considera su postura institucional frente a la reclamación. Por otra 

parte, alegó que, desde el 29 de octubre de 2019, cuando se dictó 

Sentencia Parcial, Universal dejó de ser parte en el caso Víctor Álvarez 

y otros v. Cooperativa de Seguros Múltiples y otros, supra, puesto que 

no existía razón alguna para posponer dictar sentencia contra dicha 

aseguradora hasta la resolución final del pleito. El apelante sostuvo 

que dicho dictamen desestimatorio advino final y firme, por lo que el 

señor Burgos Fonseca tenía hasta el 29 de octubre de 2020 para 

instar su acción. En relación con la carta emitida el 24 de octubre de 

2022 por la firma de ajustadores independientes de Universal, esta 
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planteó que era prueba de referencia, más que no contenía lenguaje 

alguno que pudiera interpretarse como una intención clara y 

específica de reconocer la vigencia de una obligación hacia el 

apelante, sino que reconocía el silencio del apelante durante el 

trámite de su reclamación. 

 En lo atinente al segundo y tercer planteamiento de error, 

Universal particularizó que el apelante incorporó en este recurso 

nuevos asuntos que el Foro Primario no justipreció, por lo que esta 

Curia Apelativa carecía de jurisdicción para atenderlos. A saber, 

indicó que el señor Burgos Fonseca planteó por primera ocasión que 

el TPI no consideró que el trámite ante Universal se extendió hasta el 

24 de octubre de 2022 y que persistía controversia en cuanto al 

ajuste, si existió dolo, si se incurrieron en prácticas desleales o el 

valor de los daños. A su vez, apuntó que dichos señalamientos de 

error eran académicos, ya que la causa de acción del señor Burgos 

Fonseca estaba prescrita. 

 Luego de evaluar sosegadamente los planteamientos de ambas 

partes en torno a los errores objeto de este recurso, nos encontramos 

en posición de resolver. 

 Como cuestión de umbral, nos corresponde realizar el análisis 

concerniente a la revisión de un dictamen relacionado a una solicitud 

de sentencia sumaria. En primer lugar, tras evaluar de novo la 

solicitud de sentencia sumaria presentada por Universal, la oposición 

del señor Burgos Fonseca, así como los documentos anejados, surge 

que el apelante incumplió sustancialmente con la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, R. 36, al no controvertir de forma 

específica y detallada con prueba sustancial los hechos materiales 

presentados por la apelada como incontrovertidos. No obstante a ello, 

el incumplimiento del señor Burgos Fonseca por sí solo no conlleva 

que automáticamente se dicte sentencia sumaria en su contra. Ahora 

bien, resulta imprescindible destacar que las meras alegaciones no 
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constituyen prueba suficiente para controvertir los hechos materiales 

que Universal presentó como incontrovertibles. Dicho esto, nos 

corresponde revisar si en realidad existen hechos materiales en 

controversia. A tal efecto, al evaluar de novo los documentos 

concernientes, concluimos que no existen controversias reales y 

sustanciales sobre los hechos materiales de este caso. Veamos. 

 De los documentos relacionados a la solicitud de sentencia 

sumaria, se demostró que Universal emitió una póliza personal a 

nombre del señor Burgos Fonseca, con efectividad del 20 de enero de 

2017 al 20 de enero de 2018. Dicha póliza brindaba cubierta para las 

pérdidas ocasionadas por los daños físicos causados por huracanes 

a la vivienda del señor Burgos Fonseca. La condición H de la póliza 

disponía lo siguiente: “No action can be brought unless there has 

been full compliance with all of the terms under this Section and the 

action is started within one year after the date of loss.” El 20 de 

septiembre de 2017, Puerto Rico recibió el impacto del Huracán 

María. El 10 de abril de 2018, el señor Burgos Fonseca reportó a 

Universal que su vivienda sufrió daños a consecuencia del Huracán 

María, y en igual fecha, Universal le envió una carta acusando recibo 

de su reclamación e informándole que le había asignado el Número 

2018508. Universal encomendó la investigación y ajuste de la 

reclamación a una firma de ajustadores independientes que, luego de 

inspeccionar la vivienda y evaluar una cotización que entregó el señor 

Burgos Fonseca, rindió un Informe de Ajuste con fecha de 7 de 

septiembre de 2018. En dicho Informe, se estableció que las pérdidas 

causadas por el Huracán María compensables bajo la póliza fueron 

estimadas en $7,935.00, de la cual procedía descontarle una 

penalidad de $794.00, conforme a la cláusula de ajuste de la póliza y 

un deducible de $2,140.00, para un ajuste de $5,001.00. Así las 

cosas, los ajustadores independientes ofrecieron al señor Burgos 

Fonseca la cantidad de $5,001.00 como pago final de la reclamación. 
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Por ello, el 10 de septiembre de 2018, Universal emitió un cheque a 

favor del señor Burgos Fonseca por la suma de $5,001.00. El 9 de 

octubre de 2018, Universal le envió una carta al señor Susano Burgos 

Fonseca estableciendo que tras realizar varias gestiones para 

notificarle que su cheque por concepto de la reclamación debido al 

Huracán María estaba listo y, en vista de su falta de respuesta, 

procedía a cancelarlo y archivarlo. Posteriormente, el 12 de agosto de 

2022, el señor Burgos Fonseca presentó la Demanda de autos.  

No existiendo controversias reales y sustanciales en cuanto a 

los hechos materiales que el señor Burgos Fonseca no controvirtió, 

nos corresponde revisar si el TPI aplicó correctamente el derecho al 

dictar sentencia desestimatoria sumariamente. En tal sentido, el 

primer asunto de derecho que nos concierne evaluar gira en torno a 

si el término prescriptivo de un año para que el señor Burgos Fonseca 

entablara la Demanda contra Universal que fue interrumpido por el 

caso Víctor Álvarez y otros v. Cooperativa de Seguros Múltiples y otros, 

supra, comenzó a decursar desde que se desestimó específicamente 

contra Universal o desde que se denegó certificar la clase. En el citado 

caso, el 28 de octubre de 2019, el Tribunal dictó una Sentencia parcial 

que advino final y firme, en la que desestimó todo reclamo contra 

Universal, ya que no existía ni tan siquiera un representante de la 

clase que tuviera reclamación alguna contra dicha aseguradora. El 

Tribunal consignó que aun cuando se trataba de una reclamación 

que se solicitó certificar un pleito de clase, no procedía posponer la 

desestimación contra dicha compañía. Tras estos hechos en 

particular, no incidió el TPI al concluir que el término prescriptivo 

interrumpido por el caso Víctor Álvarez y otros v. Cooperativa de 

Seguros Múltiples y otros, supra, comenzó a decursar desde el 28 de 

octubre de 2019, fecha en que el Foro Primario desestimó la causa de 

acción únicamente en contra de Universal. Es decir, desde el 28 de 

octubre de 2019 finalizó el pleito en contra de la apelada. El apelante, 
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como potencial demandante miembro de la clase, tenía hasta el 28 

de octubre de 2020 para entablar una acción independiente contra 

Universal. Nótese que la determinación del 14 de febrero de 2022 

sobre la denegación de la certificación de la clase no tuvo efecto legal 

alguno sobre Universal por ya no ser parte de dicho caso desde el año 

2019, sino sobre las demás aseguradoras que permanecieron como 

parte demandada. De haberse certificado la clase y concedido una 

sentencia a favor de la parte demandante en el caso Víctor Álvarez y 

otros v. Cooperativa de Seguros Múltiples y otros, supra, los 

asegurados de Universal carecían de remedio a su favor, ya que dicha 

aseguradora no figuraba como parte demandada. Los hechos de este 

pleito se diferencian de Nevárez Agosto v. Unitd Surety et al., supra, 

en que, en este último caso, la desestimación del caso presentado por 

el Secretario de DACo y el Comisionado de Seguros tuvo un efecto 

legal sobre la aseguradora que la señora Nevárez Agosto demandó, 

aun cuando no se certificó la clase. 

 Así las cosas, el segundo asunto de derecho que nos 

corresponde evaluar versa sobre si la carta que envió la firma de 

ajustadores independientes de Universal el 24 de octubre de 2022 

hacia el señor Burgos Fonseca constituyó un reconocimiento de la 

deuda que interrumpió el término prescriptivo. Es preciso recordar 

que para que el reconocimiento de la deuda interrumpa el término 

prescriptivo, tiene que ser realizado por el deudor, de forma 

espontánea y con la intención específica de reconocer que existe un 

derecho en su contra. González v. Wal-Mart, Inc., supra, pág. 219. 

Analizada la aludida carta a la luz del derecho vigente es evidente que 

no constituyó un reconocimiento de la deuda, por ende, no 

interrumpió el término prescriptivo para que el apelante instara una 

acción legal. En la carta cursada, Universal no asumió 

responsabilidad por los daños alegados por el apelante, sino que 

reconoció que tras el 10 de abril de 2018 y el 25 de mayo de 2018 
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peticionarle documentos al apelante sin este proveerlos, la 

reclamación fue cerrada por inactividad. Como bien se reseñó 

anteriormente, las gestiones para averiguar los propósitos del 

reclamante o de estudiar el asunto no son constitutivas del 

reconocimiento de la deuda. Véase M. Albaladejo García & F. Reglero 

Campos, op. cit. Además, dicha carta del 24 de octubre de 2022 no 

figuró que la reclamación extrajudicial ante Universal aún 

permanecía sin resolver. Cabe rememorar que la aseguradora realizó 

un estimado de $5,001.00 para cumplir con su responsabilidad de 

resolver de forma final la reclamación dentro del periodo de noventa 

(90) días desde que se instó, a tenor con el Artículo 27.162 del Código 

de Seguros de Puerto Rico, supra, sec. 2716b. Véase Carpets & Rugs 

v. Tropical Reps, supra. De hecho, el 9 de octubre de 2018, Universal 

le envió una carta, notificando que, toda vez que el señor Burgos 

Fonseca no realizó gestión alguna con respecto a dicho cheque, 

procedería cancelarse y archivarse. 

 Evaluados dichos asuntos de derecho, a lo sumo, el apelante 

tenía hasta el 28 de octubre de 2020 para entablar una acción judicial 

contra Universal o interrumpir el término prescriptivo de otro modo. 

Al presentar la Demanda el 12 de agosto de 2022, aproximadamente 

un (1) año y seis (6) meses luego de culminar el término prescriptivo, 

es preciso resolver que la causa de acción del señor Burgos Román 

estaba prescrita. Por lo anterior, no erró el TPI al desestimar la causa 

de acción.  

 En cuanto al segundo señalamiento de error, cuando el 

asegurador le envía una oferta razonable al asegurado, constituye el 

estimado de los daños sufridos por el asegurador, por ello no se le 

permite retractarse del ajuste que como obligación envió al 

asegurado. Véase Carpets & Rugs v. Tropical Reps, supra. En tal 

sentido, al Universal ofrecer la suma de $5,001.00 como una oferta 

razonable para resolver de forma final la reclamación del señor 
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Burgos Fonseca, debe entregar la misma al apelante. Adviértase que, 

al tratarse de una reclamación de que se pague una cuantía que 

Universal formalmente admitió deber, no es aplicable el término 

contractual de un año, sino el término prescriptivo ordinario de 15 

años, aplicable a reclamaciones de naturaleza contractual.  Por ello, 

erró el TPI al no ordenar el pago de dicha partida procedente del 

ajuste de la reclamación extrajudicial del señor Burgos Fonseca.  

 Así resuelto el primer y segundo señalamiento de error, 

confirmando la sentencia desestimatoria de la acción judicial y 

modificando dicho dictamen a los efectos de que se ordene que 

Universal le otorgue al apelante la suma de $5,001.00, otorgada como 

oferta razonable, nos resta establecer la improcedencia del reclamo 

de los intereses por mora, pues conforme se estableció previamente, 

fue la inacción imputable al apelante la que provocó que la apelada 

archivara su reclamación, luego de haber preparado el cheque 

correspondiente.  

IV. 

Por los fundamentos que anteceden, se modifica la Sentencia 

apelada a los fines de que Universal le conceda al señor Burgos 

Fonseca la suma de $5,001.00 ofrecida como pago final de la 

reclamación al realizar el ajuste de la reclamación y así modificada, 

se confirma en los demás extremos. 

Lo acuerda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

 

 

                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


